
  
  

  
   

 
  

  
   

 

  

2. ¿Falla el proceso penal acusatorio? 

Enrique Díaz-Aranda* 

Sumario: I. Panorama oficial del proceso penal acusatorio; 1.1 Dis-
minución de la población privada de la libertad sin condena; 1.2 Éxito 
por el número de los acuerdos reparatorios; 1.3 Sobre las sentencias 
absolutorias y condenatorias; 1.4 Sistema penitenciario protector de 
derechos humanos. II. La otra visión del proceso penal acusatorio; 
2.2 La errónea clasificación de las conductas delictivas; 2.3 Delitos 
culposos; 2.4 Transgresión del estándar probatorio para condenar; 
2.5 Violación del sistema penitenciario a los derechos humanos. III. 
Conclusión. 

I. Panorama oficial del proceso penal acusatorio 

El 18 de junio de 2008 fue publicada la reforma constitucional en ma-
teria de seguridad y justicia que sustentó el llamado nuevo sistema 
de justicia penal, cuyo eje central fue el proceso penal acusatorio, el 
cual, en palabras de Luis María Aguilar, tiene como premisa básica 
“desmontar la concepción monolítica del proceso: el castigo como su 
única finalidad, el juicio como único camino, el Estado como único 
decisor, un tratamiento único para todas las conductas”.1 Así, se buscó 
reemplazar el sistema inquisitorio por uno de corte adversarial, que 
conlleva a involucrar a las partes para que incidan en los cauces del 
proceso y no dejar todo en manos del juzgador. 

* Investigador del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacio-
nal Autónoma de México. Miembro de la Academia Mexicana de Ciencias Penales. 

Aguilar, L. M. (2016). “Reforma constitucional en materia penal de 2008. An-
tecedentes, objetivos y ejes rectores”, en: El sistema penal acusatorio en México, 
inacipe, México, p. 33. 

55 

1 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
https://www.juridicas.unam.mx/  
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

https://revistas.juridicas.unam.mx/  Libro completo en 
https://tinyurl.com/2ftxx64w

DR © 2020. Instituto Nacional de Ciencias Penales (inacipe) 
Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas



DESAFÍOS EN EL PANORAMA DE LA JUSTICIA  
PENAL EN MÉXICO

 

 

 

56 

A raíz de la reforma constitucional se generaron dos importantes 
leyes: el Código Nacional de Procedimientos Penales (cnpp), publica-
do en el Diario Oficial de la Federación (dof) el 5 de marzo de 2014, 
y la Ley Nacional de Ejecución Penal (lnep), publicada en el dof el 
16 de junio de 2016. En el cnpp se establecen las etapas y reglas que 
deberán seguirse cuando se cometa un delito del fuero común o fede-
ral, con lo cual se unifica el proceso en todas las entidades federativas; 
al paso que la lnep establece las reglas para la aplicación de la prisión 
preventiva, ejecución de penas y medidas de seguridad, así como la 
forma en que deberán resolver las controversias. 

Como ejemplos emblemáticos del éxito del proceso penal acu-
satorio en México, se recurre a los medios alternativos para la solu-
ción de controversias, como los acuerdos reparatorios, la suspensión 
condicional del proceso, las formas de terminación anticipada y el 
que las audiencias sean públicas y orales. Todo lo anterior tiene como 
objetivo mejorar el desempeño de las instituciones involucradas en el 
proceso de justicia penal a través de la despresurización de las cargas 
de trabajo, la promoción de la transparencia, el combate efectivo a la 
impunidad y la impartición de justicia de manera pronta, expedita, 
eficiente y efectiva. 

Lamentablemente, no hay muchas estadísticas que nos permitan 
corroborar si se ha cumplido con los objetivos del ya no tan nuevo 
sistema de justicia penal, ni del proceso penal acusatorio, por lo cual 
solo podremos referirnos a algunos datos específicos de algunas de 
sus instituciones y entidades federativas y, cuando sea posible, a nivel 
federal. 

1.1 Disminución de la población privada de la libertad sin 
condena 

La saturación de los penales se debe, parcialmente, a las personas re-
cluidas sin condena. Este tipo de población se encuentra encarcelada 
debido a que fueron acusados de cometer un delito, pero aún se en-
cuentran en proceso; de tal modo que aún no tienen una sentencia. 
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1.2 Éxito por el número de los acuerdos reparatorios 

A través del Centro de Mecanismos Alternativos de Solución de Con-
troversias (cmasc), la Fiscalía General de la República (fge) ha res-
tituido cuatro millones 882 mil 560 pesos a personas que fueron víc-
timas de algún delito. Derivado de la conciliación lograda en estos 
procedimientos —establecidos en la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos—, se ha logrado beneficiar a mil 746 personas; 
con lo cual se resalta la importancia de este tipo de mecanismos en los 
procesos de procuración de justicia. 

De acuerdo con el titular del cmasc del estado de Michoacán, 
Manuel Antonio de Paz Cruz, los delitos más recurrentes en los que 
este tipo de procedimientos pueden aplicarse son los relacionados con 
temas de robo, lesiones y daño en las cosas. El funcionario mencionó 
que el éxito de estos mecanismos —que han permitido que las perso-
nas, víctimas de delitos, recuperen su patrimonio y obtengan la repa-
ración del daño— deriva en que exista voluntad de ambas partes para 
dar solución al conflicto en el que están inmersos. “Este tipo de me-
canismos ayuda a que, durante el proceso de resolución de un caso, se 
ahorre principalmente tiempo y dinero, la participación de las partes 
debe ser decisión propia, libre de toda coacción y no por obligación”, 
explicó el funcionario y exhortó a la ciudadanía a informarse respecto 
a estos mecanismos alternativos. 

El Código Nacional de Procedimientos Penales y la Ley Nacional de 
Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias en Materia Pe-
nal, tiene como propósito dar solución, a través del diálogo, a contro-
versias que surjan entre miembros de la sociedad por motivos de denun-
cia o querella, lo que permite agilizar procedimientos y la resolución de 
temas una vez que ambas partes han llegado a un acuerdo.2 

2 Mi Morelia, “En 2019, la Fiscalía General del Estado de Michoacán ha logrado 
822 acuerdos reparatorios”, 12 julio 2019. (Disponible en: https://www.mimorelia. 
com/en-2019-la-fiscalia-general-del-estado-ha-logrado-822-acuerdos-reparatorios/ 
Consultado el 01 de mayo de 2019). 
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1.3 Sobre las sentencias absolutorias y condenatorias 

En este apartado, las estadísticas de la Ciudad de México muestran, 
por sí solas, los resultados exitosos del proceso penal acusatorio. 

Tabla 1. Comparación entre sistemas por número de sentencias 
(enero-marzo 2019) 

Sistema 

Sentencias 

Total 
Absolutorias Condenatorias 

Tradicional 24 146 170 

Oral 85 2 200 2 285 

Fuente: Dirección de Estadística de la Presidencia del tsjcdmx, con información de 
juzgados penales de delitos no graves. http://www.poderjudicialcdmx.gob.mx/esta-
distica/datos-abiertos/ 

Tabla 2. Número de sentencias desagregadas por principales delitos 
y tipo de resolución en juzgados penales de delitos no graves (enero-

marzo de 2019) 

Delitos Absolutorias Condenatorias Total 

Porcentaje 

de sentencias 

condenatorias 

Lesiones 4 12 16 75 

Falsedad ante 

autoridades 
3 4 7 57.10 

Homicidio 0 5 5 100 

Narcomenudeo 0 4 4 100 

Otros delitos 0 4 4 100 

Violencia familiar 0 4 4 100 

Daño a la 

propiedad 
0 3 3 100 

Fraude 1 2 3 66.70 

Otros robos 0 1 1 100 

Total 8 39 47 83 
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Nota: Se presenta el número de sentencias dictadas por persona y por cada uno de 
sus delitos. 
Fuente: Dirección de Estadística de la Presidencia del tsjcdmx, con información de 
juzgados penales de delitos no graves. http://www.poderjudicialcdmx.gob.mx/esta-
distica/datos-abiertos/ 

Tabla 3. Número de sentencias desagregadas por principales conductas 
tipificadas como delito y tipo de resolución, en la Unidad de Gestión 

Judicial en Materia de Justicia para Adolescentes en Juicio Oral 
(enero-marzo de 2019) 

Conducta tipifcada 

como delito 
Absolutorias Condenatorias Total 

Porcentaje 

de sentencias 

condenatorias 

Robo contra 

transeúnte 
0 2 2 100 

Narcomenudeo 0 0 0 -

Otros robos 0 2 2 100 

Robo a negocio 0 0 0 -

Otros delitos 0 1 1 100 

Lesiones 0 0 0 -

Robo en transporte 

público 
0 0 0 -

Secuestro 0 1 1 100 

Homicidio 0 1 1 100 

Violación a menores 0 2 2 100 

Total 0 9 9 100 

Fuente: Dirección de Estadística de la Presidencia del tsjcdmx, con información de 
juzgados penales de delitos no graves. http://www.poderjudicialcdmx.gob.mx/esta-
distica/datos-abiertos/ 
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Tabla 4. Número de sentencias desagregadas por principales conductas 
tipificadas como delito y tipo de resolución en la Unidad de Gestión 
Judicial en Materia de Justicia para Adolescentes en Procedimiento 

Abreviado (enero-marzo de 2019) 

Conducta tipifcada 

como delito 
Absolutorias Condenatorias Total 

Porcentaje 

de sentencias 

condenatorias 

Robo contra 

transeúnte 
0 8 8 100 

Narcomenudeo 0 4 4 100 

Otros robos 0 4 4 100 

Robo a negocio 0 4 4 100 

Otros delitos 0 3 3 100 

Lesiones 0 1 1 100 

Robo en transporte 

público 
0 1 1 100 

Secuestro 0 1 1  100 

Homicidio 0 0 0 -

Violación a menores 0 0 0 -

Total 0 26 26 100 

Fuente: Dirección de Estadística de la Presidencia del tsjcdmx, con informa-
ción de juzgados penales de delitos no graves. http://www.poderjudicialcd-
mx.gob.mx/estadistica/datos-abiertos/ 

1.4 Sistema penitenciario protector de derechos humanos 

Las reformas constitucionales de seguridad y justicia, de 2008, y de 
derechos humanos, de 2011, transformaron el sistema penitenciario en 
uno garante, que busca la reinserción social de la persona sentenciada 
mediante el trabajo, la capacitación, la educación, la salud, el deporte 
y el respeto a sus derechos fundamentales. Las reformas legales han 
provisto de derechos a las personas imputadas. Ahora tienen la garan-
tía de una defensa adecuada y el derecho a ser consideradas inocentes 
hasta que se compruebe lo contrario. De ahí que el impacto más noto-
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rio es que la cárcel deberá utilizarse solo cuando no exista otra opción, 
tal y como lo establece el artículo 19 del cnpp: “La prisión preventiva 
será de carácter excepcional y su aplicación se regirá en los términos 
previstos en este Código”. El uso de la prisión preventiva, a diferencia 
del uso de la cárcel como pena, consiste en utilizarla como medida 
cautelar. Es decir, privar de la libertad a las personas que aún no tie-
nen una sentencia, pero que podrían fugarse u obstaculizar la justicia 
mediante la manipulación u ocultamiento de pruebas. 

II. La otra visión del proceso penal acusatorio 

A más de 10 años de la reforma que implementó el proceso penal acu-
satorio, en México ya deberíamos estar en la fase de consolidación. 
Sin embargo, los resultados han sido poco alentadores debido a la 
falta de comprensión sistemática, teleológica y práctica de las normas 
constitucionales y del Código Nacional de Procedimientos Penales, el 
cual contiene nuevas figuras procesales y establece cambios impor-
tantes en los roles que deben asumir jueces, fiscales, policías, peritos, 
defensores públicos y privados y la nueva figura del asesor jurídico 
de la víctima. 

Así, por ejemplo, el agente del Ministerio Público debería 
realizar una investigación lógica y científica, lo cual solo es posible 
con el apoyo de policías bien capacitados y peritos que aporten los 
diversos datos de prueba que conlleven al cumplimiento de uno de los 
objetivos principales del proceso penal acusatorio, a saber: el escla-
recimiento de los hechos (art. 20, A, I. cpeum); solo así se pondrá fin 
a la mala práctica de utilizar las testimoniales como si fueran pruebas 
de los hechos. Por otra parte, el asesor de la víctima debe jugar un rol 
activo para contribuir en la investigación de los hechos, aportando 
datos de pruebas que serán incorporados a la carpeta de investigación 
o durante la fase de juicio. 

2.1 La facilidad para privar de la libertad al imputado 

Tal como señalamos al inicio de este artículo, el fin del proceso penal 
es permitir la libertad del imputado mientras se llega a la sentencia; 
solo así se puede materializar el derecho humano a la presunción de 
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inocencia, que se compone de dos premisas: 1) toda persona se presu-
me inocente hasta que se demuestre lo contrario y 2) mientras se de-
muestra que cometió el delito debe ser tratado como inocente, lo cual 
implica que el imputado debe gozar de libertad, pues de lo contrario 
estaríamos hablando de una pena de prisión anticipada. Sin embargo, 
en la práctica se vincula a proceso y la mayoría de las veces se impone 
la medida cautelar de prisión preventiva, lo cual tiene diversas expli-
caciones; de estas me ocupo a continuación. 

2.1.1 ¿Se sabe qué se investiga? 

El cuerpo del delito y la probable responsabilidad sirvieron como 
figuras centrales del procedimiento penal en México. Sin embargo, 
pese a que dichas figuras gozaban de una tradición milenaria, se llegó 
a confundir el cuerpo del delito con el tipo penal, hasta llegar a susti-
tuir en la carta Magna al primero por el segundo, con las reformas de 
1993 a los artículos 16 y 19. 

La sustitución del cuerpo del delito por los elementos del tipo 
penal no solo supuso una confusión de conceptos procesales con sus-
tantivos, sino también la supuesta adopción de posturas dogmáticas 
en la ley (finalistas) que alimentaron la confusión y el debate. Por si 
fuera poco, no todas las legislaciones procesales de los estados pu-
dieron seguir los designios de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos (cpeum) para sustituir el cuerpo del delito por los 
elementos del tipo penal; y cuando ya estaban en camino de hacerlo, 
en 1999, se volvió a reformar la cpeum para regresar al concepto de 
cuerpo del delito. 

En este ir y venir del legislador federal quedaron atrapados los 
códigos adjetivos de los estados, en los que algunos mantuvieron el 
cuerpo del delito, otros regresaron a su adopción y los demás se que-
daron con los elementos del tipo penal; con lo cual se lesiona, clara-
mente, el principio de certeza jurídica. 

En realidad, el problema de sustituir el cuerpo del delito por el de 
tipo penal iba más allá de la adopción de doctrinas. Se trataba de las 
pruebas indispensables que se debían acreditar para someter a proceso 
penal al indiciado, quien, de acuerdo con los lineamientos del proceso 
penal inquisitorial, en muchas ocasiones debía enfrentar el proceso 
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privado de su libertad y esperar hasta la sentencia para confirmar la 
privación de su libertad o recobrarla con un simple “¡Usted disculpe!”. 

Con la reforma de 2008, desaparecen del texto de los artículos 
16 y 19 de la cpeum la figura cuerpo del delito y se sustituye por el 
hecho que la ley señala como delito, sobre el cual podemos encontrar 
el siguiente criterio jurisprudencial: 

� “‘Hecho que la ley señale como delito’. Evolución de este 
concepto establecido en los artículos 16 y 19 de la consti-
tución federal (nuevo sistema de justicia penal en el esta-
do de chihuahua)”.3 

3 Este Tribunal Colegiado de Circuito en las jurisprudencias XVII.1o.P.A. J/25 
(9a.) y XVII.1o.P.A. J/2 (10a.), determinó lo que se ha entendido como HECHO QUE 
LA LEY SEÑALE COMO DELITO. En la primera, se estableció que el tratamiento me-
tódico del llamado auto de vinculación a proceso, con el objeto de verificar si cumple 
con los lineamientos de la nueva redacción del artículo 19 de la Constitución federal, 
no es necesario acreditar los elementos objetivos, normativos y subjetivos, en el caso 
de que así los describa el tipo penal; es decir, el denominado cuerpo del delito, sino 
que, para no ir más allá de la directriz constitucional, solo deben atenderse el hecho o 
los hechos ilícitos y la probabilidad de que el indiciado los cometió o participó en su 
comisión. Mientras que, en una de las ejecutorias que le dieron origen se hizo alusión 
a que, para el dictado del mencionado auto, solo debían acreditarse el elemento obje-
tivo del tipo (núcleo) y la probabilidad de que el imputado lo cometió o participó en 
su comisión, pero no los demás elementos ni la probable responsabilidad. Lo anterior, 
bajo el nuevo estándar en el sistema acusatorio oral penal, es decir, que la referencia 
al hecho ilícito es la relativa al núcleo del tipo. En otro de sus precedentes se puntua-
lizó que, para el dictado de dicho auto, basta que se indiquen simplemente los hechos 
ilícitos, núcleos de los tipos penales, así como el lugar y tiempo de su comisión —esto 
es dónde y cuándo ocurrieron— para que se vean colmados los extremos contenidos 
en el referido artículo 19 constitucional, reproducidos en el numeral 280 del Código 
de Procedimientos Penales del Estado de Chihuahua. Que en el tratamiento metódico 
del auto de vinculación a proceso, con el objeto de verificar si cumple con los linea-
mientos de la nueva redacción del propio artículo 19 constitucional, es innecesario 
analizar los elementos normativos y subjetivos, si es el caso que estos los describa 
el tipo penal; es decir, el denominado cuerpo del delito, sino, para no ir más allá de 
la directriz constitucional, solo el hecho o hechos ilícitos y la probabilidad de que el 
indiciado los cometió o participó en su comisión, como se apuntó con antelación: 
solo deben analizarse los elementos objetivos (núcleo) relativos al hecho integrante 
del delito y, respecto a los elementos subjetivos, su estudio debe ser en el grado de 
probable, y que es innecesario que el juez de garantía analice todos los elementos 
constitutivos del tipo del delito imputado, ni las calificativas. Sin embargo, si lo hace, 
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no irroga perjuicio al imputado-quejoso, pues el sobreabundar en los citados concep-
tos, favorece la defensa, ya que desde ese momento procesal tiene la certeza de lo que 
en un momento posterior va a integrar el contenido de la acusación, la cual, conforme 
a los artículos 287 y 294 del código mencionado, tiene lugar hasta el cierre de la inves-
tigación. Por su parte, en la segunda jurisprudencia se estableció que, atento al citado 
artículo 280 del propio código, por hecho ilícito no debe entenderse el anticipo de la 
tipicidad en esta etapa (acreditar los elementos objetivos, subjetivos y normativos del 
tipo) con la ya de por sí reducción del estándar probatorio, sino que su actualización 
debe limitarse al estudio conceptual [acreditar los elementos esenciales y comunes 
del concepto (núcleo), desde la lógica formal]; esto, a fin de evitar una anticipación a 
la etapa de juicio sobre el estudio técnico-procesal de los elementos del tipo, no con 
pruebas, sino con datos, pues en esta fase inicial debe evitarse la formalización de los 
medios de prueba para no “contaminar” o anticipar juicio sobre el delito y su autor, y 
el juez de Garantía debe, por lo común, resolver solo con datos. Ahora bien, actual-
mente la actividad jurisdiccional lleva a clarificar de nuevo el concepto de hecho que 
la ley señale como delito. Así, tenemos que la tipicidad es la correspondencia entre el 
hecho ocurrido en la realidad y el hecho descrito en el tipo. Decimos que es un hecho 
típico cuando se adecua perfectamente al tipo penal. La tipicidad es la necesidad de 
que los delitos se especifiquen o determinen legislativamente, en tipos. Por otra parte, 
el tipo penal es la descripción legal de un hecho o conducta prohibida por la norma 
y a la cual se le asigna una pena. Se entiende como la abstracción formulada por el 
legislador, que reúne en un concepto los elementos esenciales de un hecho delictivo 
determinado. En otras palabras, el tipo está constituido por la descripción del hecho 
contrario a la norma que sanciona la ley penal. Se habla de hecho y no de conducta, 
porque algunos de los elementos de los tipos penales no refieren directamente al 
obrar del agente, sino a circunstancias externas a él, y que no dependen de su volun-
tad. Es una característica específica del delito, porque para que este se configure, debe 
haber tipicidad; si no la hay, no hay delito. Esto es por imperio del principio de legali-
dad, ya que, si se trata de una conducta no tipificada, es lícita, y los individuos pueden 
actuar libremente en el campo de lo no prohibido. En conclusión, el requisito exigido 
por los artículos 16 y 19 constitucionales (hecho que la ley señale como delito) no 
debe identificarse con los elementos del tipo, sino esencialmente con el núcleo, pues 
aun cuando en ocasiones, por constituirse este por un verbo “subjetivo” se dificulte 
su comprensión, no deben exigirse mayores requisitos a la directriz constitucional, lo 
cual remitiría al sistema mixto que se está tratando de superar con la implementación 
del sistema procesal penal acusatorio y oral. 

Asimismo, véase: 
� AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. TEST DE RACIONALIDAD 

QUE PROCEDE APLICAR POR EL TRIBUNAL DE AMPARO, EN RELA-
CIÓN CON LOS ANTECEDENTES DE INVESTIGACIÓN COMO CANON 
DE CONTROL DE SU LEGALIDAD. Tesis aislada XVII.1o.P.A.31 P (10a.), 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, t. IV, sep-
tiembre de 2016, p. 2632. 

� AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. PARA SATISFACER EL RE-
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Se han emitido más criterios jurisprudenciales, como los ya ci-
tados, en los cuales se puede observar cómo se sigue creyendo que 
el hecho que la ley señala como delito está conformado por los ele-
mentos del tipo penal, lo cual es erróneo, pues —desde mi punto de 
vista— debería interpretarse como el hecho que la ley prohíbe. 

Así, por ejemplo, en un homicidio, el hecho que la ley señala 
como delito —es decir, el hecho que la ley prohíbe— es que a una 
persona se le priva de la vida; en una violación, el que a una persona 
se le impone la cópula contra su voluntad; en la privación ilegal de la 
libertad, el que a una persona se le limita su libertad de tránsito sin su 
consentimiento, etcétera. 

Lo expuesto con anterioridad me lleva a proponer el siguiente 
cuadro, en el que se resumen —de forma esquemática— los referidos 
cambios constitucionales. 

Figura 1. 

Derecho procesal penal Signifcado Derecho penal sustantivo 

Cuerpo del delito X 

Elementos del tipoX 

Hecho que la ley señala 

como delito 

Hecho que la ley prohibe 

¿Qué pasó? 

Lo prohibido 

Víctima 

o 

Sujeto pasivo 

Probable 

responsabilidad 

Responsabilidad penal 

¿Quién lo hizo? 

y 

¿Quienes lo 

ayudaron? 

QUISITO RELATIVO A QUE LA LEY SEÑALE EL HECHO IMPUTADO 
COMO DELITO, BASTA CON QUE EL JUEZ ENCUADRE LA CONDUC-
TA A LA NORMA PENAL, DE MANERA QUE PERMITA IDENTIFICAR 
LAS RAZONES QUE LO LLEVAN A DETERMINAR EL TIPO PENAL 
APLICABLE (NUEVO SISTEMA DE JUSTICIA PENAL). Tesis 1a./J. 
35/2017 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Épo-
ca, t. I, agosto de 2017, p. 360. 
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Nomenclaturas con signifcado de los términos jurídicos 

que se encuentran en el cuadro 

C-T= Conducta-Típica 

A= Antijurídica 

C= Culpable 

EO= Elemento Objetivo 

EN= Elemento Normativo 

ES= Elemento Subjetivo 

D= Dolo 

C= Culpa 

DD=  Dolo Directo 

DI=  Dolo Indirecto 

DE= Dolo eventual 

Fuente: elaboración propia. 

Así, el hecho que la ley señala como delito requiere de pruebas 
que lleven a la convicción del operador de que ha sucedido un hecho 
relevante para el derecho penal, y otra cosa será determinar quién lo 
cometió o participó en su comisión. 

2.1.2 ¿Basta con datos que establezcan el hecho que la ley señala 
como delito? 

Si aceptamos la propuesta de interpretar al hecho que la ley señala 
como delito como el hecho prohibido, entonces sería necesario consi-
derar que es indispensable que el Ministerio Público tuviera en la car-
peta de investigación pruebas para acreditarlo. En otras palabras, tener 
como probado que una persona fue privada de la vida, para investigar 
un homicidio; comprobar que hubo una cópula sin consentimiento de 
la víctima, para investigar la violación; o que una persona fue privada 
de la libertad sin su consentimiento, para investigar la privación ilegal 
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de la libertad; de ahí que, en los artículos 16 y 19 de la cpeum, se uti-
lizaran los términos comprobar o acreditar. Empero, actualmente es 
suficiente con datos, lo cual implica que con suposiciones basadas en 
la lógica puedan llevar a los operadores a deducir que hay una persona 
privada de la vida sin haber localizado aún el cadáver (caso Ayotzi-
napa) o que una persona fue privada de la libertad y después aparece 
muerta en su departamento (caso Paulette). Basten estos dos ejemplos 
para mostrar cómo se puede tergiversar el proceso penal acusatorio, 
encauzándolo hacia una investigación errónea que no solo supone 
imputaciones falsas, sino también la pérdida de tiempo vital para la 
obtención de las pruebas necesarias para alcanzar el estándar señalado 
en el artículo 406 del cnpp para la sentencia condenatoria. 

2.1.3 Vinculación con prisión preventiva 

Desde la cpeum de 1917 ya había pronunciamientos que enaltecían a 
la libertad como Derecho fundamental máximo, el cual tenía diversas 
manifestaciones (ideológicas, políticas, sociales y privadas), una de 
las cuales es la libertad de tránsito, la cual solo podría ser limitada 
por el Estado cuando hubiera la plena convicción de que el ciudadano 
había cometido un delito. En este punto, se retoma: 

Como introducción del anuncio de la revolución procesal que se conte-
nía en la Constitución de 1917, Carranza hizo una reflexión en torno a la 
finalidad de todo gobierno, que no es otra sino “el amparo y protección 
del individuo, o sea de las diversas unidades de que se compone el agre-
gado social...”. De dicho postulado se llegaba a la conclusión de que 
“...el primer requisito que debe llenar la Constitución Política tiene que 
ser la protección otorgada, con cuanta precisión y claridad sea dable, a 
la libertad humana, en todas las manifestaciones que de ella derivan de 
una manera directa y necesaria, como constitutivas de la personalidad 
del hombre”. 

A partir de este marco político general, el Primer Jefe hizo una 
poderosa crítica a la ineficacia de las garantías que todo imputado debe 
tener en un juicio criminal, las cuales se contenían en el artículo 20 de 
la Constitución de 1857 y que eran sistemáticamente violadas por las 
“prácticas verdaderamente inquisitoriales, que dejan por regla general 
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a los acusados sujetos a la acción arbitraria y despótica de los jueces y 
aún de los mismos agentes o escribientes suyos”.4 

Si analizamos la reforma del 18 de junio de 2008, podemos iden-
tificar una tendencia teleológica similar a la del Constituyente de 1917, 
pues las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Justicia 
manifestaron: 

A diferencia del auto de formal prisión, que amerita la demostración del 
cuerpo del delito y la probable responsabilidad del indiciado, el auto 
de vinculación a proceso se sustenta únicamente en la existencia de 
un hecho punible, sin implicar la imposición de la prisión preventiva, 
aunque sí otras medidas cautelares menos lesivas, como la prohibición 
de abandonar una determinada circunscripción territorial. 

Precisan que, originalmente, la Constitución no preveía la necesi-
dad de acreditar cuerpo y responsabilidad del inculpado para sujeción a 
proceso, y que dicha asimilación del auto de sujeción a proceso al auto 
de formal prisión se introdujo como resultado de una interpretación ju-
risdiccional. 

De acuerdo con la propuesta que formulan, la persona que es vin-
culada a un proceso puede conocer los medios probatorios que el Mi-
nisterio Público considera que le incriminan para preparar adecuada-
mente su defensa ante un juez y, al mismo tiempo, tiene la garantía que 
toda medida cautelar será decretada y controlada también por un juez, 
permitiendo que el costo del acceso a la jurisdicción no sea la prisión 
preventiva, pues al disminuir las exigencias probatorias para dar inter-
vención al juez, se facilita la investigación y se permite que el imputado 
haga valer sus derechos ya no ante su acusador, sino ante un juez ver-
daderamente imparcial, ajeno a los intereses procesales de la acusación. 

Por cuanto hace al Ministerio Público, señalan que podrá allegarse 
de medios probatorios aun cuando ya haya intervenido la jurisdicción y, 

4 QUE REFORMA EL ARTÍCULO 20 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, Y DIVERSAS DISPOSICIONES 
DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, A CARGO DEL 
DIPUTADO ALEJANDRO AGUNDIS ARIAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 
DEL PVEM, RECIBIDA EN LA SESIÓN DEL MARTES 6 DE DICIEMBRE DE 
2005. Gaceta Parlamentaria, año IX, número 1899, Diario Oficial, México, 07 de 
diciembre de 2005. (Disponible en http://gaceta.diputados.gob.mx/Gaceta/59/2005/ 
dic/20051207.html). 
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en su caso, solicitar la apertura del juicio sin necesidad de acreditar de 
antemano –por sí y ante sí, como sucede en la actualidad– la probable 
responsabilidad del inculpado. La exigencia de un estándar probatorio 
tan alto como se exige actualmente para apenas dar inicio al proceso, 
ha sido tanto fuente de impunidad como de abusos; refieren que la pro-
puesta que hacen es acorde con las reformas consolidadas en países 
como Costa Rica y Chile, en los que ya no existe un auto formal de 
procesamiento. 

Prevén como excepción que sólo cuando sea necesario decretar la 
medida cautelar extrema, es decir la prisión preventiva, se requerirá que 
el ministerio público pruebe, ante la autoridad judicial, la existencia 
del cuerpo del delito y de la presunta responsabilidad del inculpado, 
toda vez que esta exigencia es una protección que debe permanecer, 
cuando se trata de justificar una medida tan intrusiva como la prisión 
preventiva.5 

Lo anterior explica por qué el artículo 19 de la cpeum señala cla-
ramente que la prisión preventiva solo debería aplicarse en aquellos 
casos en que exista peligro de que la persona vinculada a proceso se 
sustraiga de la acción de la justicia, cuando otras medidas cautelares 
no sean suficientes para garantizar la comparecencia del imputado en 
el juicio, el desarrollo de la investigación, la protección de la víctima, 
de los testigos o de la comunidad, así como cuando el imputado esté 
siendo procesado o haya sido sentenciado previamente por la comi-
sión de un delito doloso, lo cual estaría en los estándares del proceso 
penal acusatorio de un Estado social y de derecho. Lamentablemente, 
la realidad es otra, y la práctica de los ministerios públicos es solicitar, 
en la mayoría de los casos, la prisión preventiva y dejar a un lado su 
carácter de excepcionalidad, incluso sin motivar su petición —con-
forme lo requiere el precepto constitucional—. Con esto, no solo se 
violenta la norma constitucional, sino también el derecho humano a 
la presunción de inocencia y los principios fundamentales del proceso 
penal acusatorio, convirtiéndolo en un proceso injusto que implica 
una pena anticipada de prisión sustentada en presunciones. 

5 41094, Suprema Corte de Justicia de la Nación, Semanario Judicial de la Fede-
ración y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, t. 1, mayo de 2013, p. 85. 
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2.1.4 ¿Prisión preventiva oficiosa? 

Si a la rebaja en el grado probatorio (datos) del hecho que la ley señala 
como delito le sumamos la simple probabilidad de comisión o parti-
cipación en la comisión del delito y lo combinamos con la lista en los 
delitos que merecen prisión preventiva oficiosa, entonces ya tenemos 
el caldo de cultivo necesario para un proceso penal acusatorio arbitra-
rio y totalmente alejado del Estado social y de derecho. 

En efecto, la prisión preventiva procedía inicialmente por los 
delitos establecidos en el artículo 19 de la cpeum con la reforma de 
2008, a saber: delincuencia organizada, homicidio doloso, violación, 
secuestro, trata de personas, delitos cometidos con medios violentos 
como armas y explosivos, así como delitos graves que determine la 
ley en contra de la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la 
personalidad y de la salud. Esta lista se amplió con la reforma de 2019, 
y ahora abarca también: feminicidio; robo de casa-habitación; uso de 
programas sociales con fines electorales; corrupción, tratándose de los 
delitos de enriquecimiento ilícito y ejercicio abusivo de funciones; 
robo al transporte de carga en cualquiera de sus modalidades; delitos 
en materia de hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos; delitos en 
materia de desaparición forzada de personas y desaparición cometida 
por particulares; delitos en materia de armas de fuego y explosivos de 
uso exclusivo del Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea. 

Lo anterior implica que con simples sospechas se puede imputar 
a una persona un hecho que la ley señala como delito y, oficiosamente, 
privarlo de la libertad con el auto de vinculación. Así, por ejemplo, si 
10 personas depositan cada una 15 mil pesos en efectivo a la cuenta del 
presidente de la República, dicho servidor público no podrá acreditar 
la procedencia lícita del ingreso, en virtud de que dichos depósitos 
no tienen medio alguno para probar su origen y supera los 108 mil 
pesos que puede ganar el presidente al mes; por lo cual, hay datos 
que establecen que hay un enriquecimiento ilícito (incremento patri-
monial injustificado) y que se le puede imputar la probable comisión 
del referido delito y podría ser vinculado su proceso, de aprobarse la 
prometida ley que eliminará su fuero. ¿Sería eso justo y acorde con un 
sistema de justicia penal apegado al Estado social y de derecho? 

Al cierre de 2016, 65 021 de las personas recluidas en los esta-
blecimientos penitenciarios no tenían sentencia, es decir, 35% de la 
población reclusa, de las cuales, 93% son hombres. La proporción de 
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personas sentenciadas fue de 65% para ese mismo año. El uso exce-
sivo de la prisión preventiva ha contribuido a llenar las cárceles del 
mundo. La evidencia mexicana es similar a la de sus jurisdicciones 
aledañas, cuyo promedio para Latinoamérica se estima en más del 
40% de presos sin sentencia. De acuerdo con la proporción de per-
sonas sin sentencia, 21 entidades se encuentran por encima del nivel 
nacional y 14 estados están arriba del promedio de la región. Destacan 
Michoacán de Ocampo (donde casi el total de la población reclusa 
carece de sentencia), así como Baja California y Durango (donde 66% 
de las personas reclusas no tienen sentencia), seguidos de Oaxaca (con 
65%) y Quintana Roo (con 60%). Los casos cuya distribución porcen-
tual es menor son: Ciudad de México (con 8%) y Sonora (con 21%). 
Para el caso femenino, se agudiza el problema: 30 estados superan el 
promedio nacional, y 25, el estándar latinoamericano.6 

En suma, el proceso penal acusatorio se erige en México como 
un instrumento legal que facilita la privación de la libertad de quienes, 
presuntamente, han cometido un delito. 

2.2 La errónea clasificación de las conductas delictivas 

Siempre se ha sostenido por la doctrina que el derecho penal protege 
bienes jurídicos fundamentales y reacciona cuando estos son lesiones 
o puestos en peligro grave. Sin embargo, las salidas alternas permiten 
sustituir la sanción penal por otra sanción de naturaleza distinta, con 
lo cual se puede cuestionar si las razones de política criminal susten-
tadas en una aparente reparación del daño a la víctima están desnatu-
ralizando la esencia misma del derecho penal o si estamos ante com-
portamientos que no deberían estar descritos en tipos penales y sería 
más propio incluirlos en la normatividad administrativa. 

Con independencia de la tipificación de conductas que lesionan 
bienes jurídicos y de la falta de pruebas para establecer con certeza la 
imputación que se debe realizar a quien se pide sea vinculado a pro-
ceso, nos encontramos ante otro problema: la clasificación errónea de 
las conductas delictivas. 

6 Instituto Nacional de Estadística y Geografía. (diciembre de 2017). Estadísticas 
sobre el sistema penitenciario. (Disponible en: http://www.cdeunodc.inegi.org.mx/ 
unodc/wp-content/uploads/2018/01/en_numeros2.pdf22 / Consultado en junio de 2019). 
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Así, por ejemplo, comportamientos que de origen deben ser con-
siderados como delictivos —como sucede con el peculado— son ob-
viados por la autoridad para solo imputar delitos derivados, como el 
enriquecimiento ilícito, la asociación delictuosa o las operaciones con 
recursos de procedencia ilícita. La razón de lo anterior únicamente se 
puede encontrar en la facilidad para imputar la comisión de dichos 
ilícitos derivados y no solo para vincular a proceso, sino también para 
imponer la medida cautelar de prisión preventiva, incluso oficiosa. El 
problema radica en que la verdadera conducta delictiva es la de pecu-
lado, ya que los otros delitos son medios comisivos o el resultado del 
primero; con lo cual se violentan los principios del derecho penal de 
acto y se transita hacia un derecho penal de autor propio de Estados 
autoritarios. 

Por otra parte, existen comportamientos que deberían ser califi-
cados como dolosos y se clasifican como culposos, los cuales tienen 
como salida alterna los acuerdos reparatorios, tal y como los disponen 
los siguientes artículos del cnpp: 

Artículo 186. Definición. Los acuerdos reparatorios son aquellos cele-
brados entre la víctima u ofendido y el imputado que, una vez aproba-
dos por el Ministerio Público o el Juez de control y cumplidos en sus 
términos, tienen como efecto la extinción de la acción penal. 

Artículo 187. Control sobre los acuerdos reparatorios. Procederán los 
acuerdos reparatorios únicamente en los casos siguientes: 

I. Delitos que se persiguen por querella, por requisito equivalente de 
parte ofendida o que admiten el perdón de la víctima o el ofendido; 
Fracción reformada 

II. Delitos culposos, o 
III. Delitos patrimoniales cometidos sin violencia sobre las personas 

2.3 Delitos culposos 

Si partimos de la base de que todos los Códigos Penales incluyen 
como dolosos los comportamientos en los que el autor acepta como 
muy probable el resultado que su actuar producirá dolo eventual, en-
tonces, encontraremos infinidad de casos de accidentes de tránsito con 
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resultado de muerte que deberían haber sido clasificados, imputados y 
sancionados como homicidios dolosos eventuales y no como culposos 
con todos los beneficios aludidos que convierten al derecho penal en 
un instrumento comercial. El problema se agudiza si se toma en cuen-
ta que la principal causa de muerte no natural, en nuestro país, son los 
accidentes de tránsito. 

Durante 2017, el 88.60% (622 647) de las defunciones se debie-
ron a enfermedades y problemas relacionados con la salud y el 11.40% 
(80 400) a causas externas, principalmente accidentes (36 215), homi-
cidios (32 079) y suicidios (6 559). 

Para estas tres últimas causas de muerte, se observa una mayor 
proporción en hombres, grupo que representa el 75.60% de los acci-
dentes, el 88.90% de los homicidios y el 81.20% de los suicidios. 

Se registraron 80 400 defunciones por causas externas; las oca-
sionadas por un presunto accidente representaron el 45% (36 215); las 
causadas por un presunto homicidio, con el 39.90% (32 079); mientras 
que el 8.20% (6 559), tuvieron como causa un presunto suicidio. 

Figura 2. Defunciones debidas a causas externas según tipo7 

Presunto accidente 
Evento de intención no36215  » 45.0% 

Presunto homicidio 

32 079  » 39.9% 
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Intervención legal 

y operaciones de guerra 

112 » 0.1% 

determinada 

5 423  » 6.8% 

Fuente: inegi. Comunidado de Prensa Num.525/18. 31 de octubre de 2018. 

7 La tasa de defunciones registradas, por cada 1 000 habitantes, se presenta como 
referencia para facilitar la comparación entre años. El estudio de la mortalidad requie-
re la consideración de las defunciones ocurridas en un año determinado. El denomi-
nador de la tasa corresponde a las proyecciones de población 2016-2050, del conapo. 
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Defunciones clasificadas como presunto accidente 

Del total de accidentes (36 215), la mayor proporción corresponde a ac-
cidentes de tráfico con vehículos de motor, con 15 863 casos (43.80%). 

Figura 3. Defunciones según tipo de presunto accidente 
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Fuente: inegi. Comunidado de Prensa Num.525/18. 31 de octubre de 2018. 

De los accidentes en los que el medio por el que se generó la 
lesión que causó la muerte fue un arma de fuego (544), 169 casos se 
presentaron en Veracruz. En el caso de las lesiones causadas por arma 
blanca de los presuntos accidentes, que totalizaron 77 casos, 30 tam-
bién se presentaron en Veracruz. 

Figura 4. Defunciones registradas por presunto accidente de tráfico de 
vehículos de motor, según el día de ocurrencia 
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Fuente: inegi. Comunidado de Prensa Num.525/18. 31 de octubre de 2018. 
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2.4 Transgresión del estándar probatorio para condenar 

En la práctica, los operadores del sistema —sobre todo los ministerios 
públicos— centran su atención en la vinculación a proceso y, confor-
me a las viejas prácticas, creen que al conseguir dicha resolución del 
juez ya tienen asegurada la condena. Sin embargo, tal como hemos 
visto con anterioridad, basta con datos en los que se establezcan que 
se ha cometido el hecho que la ley señala como delito y la probabi-
lidad de que el imputado lo cometió o participó en su comisión para 
poderlo vincular. Pero ello no es suficiente para la condena, ya que el 
artículo 20, inciso A) numeral I, requiere que el hecho esté esclareci-
do, es decir, que haya pruebas que los comprueben a plenitud y, por 
otro lado, que también esté comprobada la comisión del delito, lo cual 
está claramente descrito en el cnpp en los términos del artículo 406.8 

8  “Art. 406. Sentencia condenatoria. 
”La sentencia condenatoria fijará las penas, o en su caso la medida de seguridad, y 

se pronunciará sobre la suspensión de las mismas y la eventual aplicación de alguna 
de las medidas alternativas a la privación o restricción de libertad previstas en la ley. 

”La sentencia que condenare a una pena privativa de la libertad deberá expresar 
con toda precisión el día desde el cual empezará a contarse y fijará el tiempo de deten-
ción o prisión preventiva que deberá servir de base para su cumplimiento. 

”La sentencia condenatoria dispondrá también el decomiso de los instrumentos o 
efectos del delito o su restitución, cuando fuere procedente. 

”El Tribunal de enjuiciamiento condenará a la reparación del daño. 
”Cuando la prueba producida no permita establecer con certeza el monto de los 

daños y perjuicios, o de las indemnizaciones correspondientes, el Tribunal de enjui-
ciamiento podrá condenar genéricamente a reparar los daños y los perjuicios y orde-
nar que se liquiden en ejecución de sentencia por vía incidental, siempre que estos se 
hayan demostrado, así como su deber de repararlos. 

”El Tribunal de enjuiciamiento solamente dictará sentencia condenatoria cuando 
exista convicción de la culpabilidad del sentenciado, bajo el principio general de que 
la carga de la prueba para demostrar la culpabilidad corresponde a la parte acusadora, 
conforme lo establezca el tipo penal de que se trate. 

”Al dictar sentencia condenatoria se indicarán los márgenes de la punibilidad del 
delito y quedarán plenamente acreditados los elementos de la clasificación jurídica; 
es decir, el tipo penal que se atribuye, el grado de la ejecución del hecho, la forma de 
intervención y la naturaleza dolosa o culposa de la conducta, así como el grado de 
lesión o puesta en riesgo del bien jurídico. 

”La sentencia condenatoria hará referencia a los elementos objetivos, subjetivos 
y normativos del tipo penal correspondiente, precisando si el tipo penal se consumó 
o se realizó en grado de tentativa, así como la forma en que el sujeto activo haya in-
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Como se puede observar, el estándar probatorio para dictar la 
condena es muy alto, y la falta de acreditación de cualquiera de sus 
requisitos daría lugar a la absolución, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 405 del cnpp; es más, si hubiese alguna duda, el juez está obli-
gado a absolver, aplicando el principio in dubio pro reo, contenido en 
el artículo 402 del cnpp, en los términos siguientes: 

Artículo 402. Convicción del Tribunal de enjuiciamiento: 
[...] 

Nadie podrá ser condenado, sino cuando el Tribunal que lo juzgue ad-
quiera la convicción más allá de toda duda razonable, de que el acusado 
es responsable de la comisión del hecho por el que siguió el juicio. La 
duda siempre favorece al acusado. 

Muchas son las dudas que se generan en torno al cumplimiento 
de lo dispuesto en el referido artículo 406 del cnpp, pues un buen nú-
mero de sentencias condenatorias se sustentan en testimoniales y no 
en pruebas científicas. Sobre el particular, hay que tomar en cuenta 
que los testigos solo refieren lo que sus sentidos les permitieron per-
cibir en una situación determinada. De ahí que, cuando existen varios 
testigos de un mismo hecho, con dificultad serán acordes, lo cual se 
debe a errores de percepción y a la facilidad con que se les puede ma-
nipular para sostener, incluso, el haber presenciado hechos en los que 
jamás estuvieron presentes. 

Todavía más complicado se convierte el tema de la prueba del 
dolo, pues el primer problema es tener claridad sobre lo que este sig-
nifica; y el segundo es que, conforme a las viejas prácticas, este se 
sigue presumiendo. 

tervenido para la realización del tipo, según se trate de alguna forma de autoría o de 
participación, y la naturaleza dolosa o culposa de la conducta típica. 

”En toda sentencia condenatoria se argumentará por qué el sentenciado no está 
favorecido por ninguna de las causas de la atipicidad, justificación o inculpabilidad; 
igualmente, se hará referencia a las agravantes o atenuantes que hayan concurrido y a 
la clase de concurso de delitos si fuera el caso”. 
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2.5 Violación del sistema penitenciario 
a los derechos humanos 

El proceso penal acusatorio debería permitir la despresurización de las 
cárceles en nuestro país, es decir, que bajara el índice de la población 
penitenciaria de personas que están siendo procesadas; pero las esta-
dísticas muestran una realidad contraria, pues sigue siendo muy alto 
el número de personas en proceso que están en prisión, tal y como lo 
demuestra la siguiente gráfica: 

Figura 5. 
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Fuente: Comisión Nacional de Derechos Humanos (31 de diciembre de 2018). Infor-
me de Actividades de la cndh. (Disponible en http://informe.cndh.org.mx/uploads/ 
principal/2018/IA_2018.pdf / Consultado el 15 junio de 2019). 

Una parte de las cifras anteriores se debe a la facilidad con la 
que se impone la medida cautelar de prisión preventiva y al amplio 
catálogo de delitos por los que se impone prisión preventiva oficiosa. 

Para mayor abundamiento, el párrafo segundo del artículo 18 de 
la cpeum, dispone: 

Artículo 18. Sólo por delito que merezca pena privativa de libertad 
habrá lugar a prisión preventiva. El sitio de esta será distinto del que 
se destinare para la extinción de las penas y estarán completamente 
separados. 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
https://www.juridicas.unam.mx/  
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

https://revistas.juridicas.unam.mx/  Libro completo en 
https://tinyurl.com/2ftxx64w

DR © 2020. Instituto Nacional de Ciencias Penales (inacipe) 
Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas

http://informe.cndh.org.mx/uploads


DESAFÍOS EN EL PANORAMA DE LA JUSTICIA  
PENAL EN MÉXICO

 

  

 

78 

El sistema penitenciario se organizará sobre la base del respeto a 
los derechos humanos, del trabajo, la capacitación para el mismo, la 
educación, la salud y el deporte como medios para lograr la reinserción 
del sentenciado a la sociedad y procurar que no vuelva a delinquir, ob-
servando los beneficios que para él prevé la ley. Las mujeres compur-
garán sus penas en lugares separados de los destinados a los hombres 
para tal efecto. 

Sin embargo, la cndh ha dejado en claro que la realidad de los 
centros penitenciarios dista mucho de lo dispuesto en la carta magna; 
de ahí la recomendación que emitió el 13 de agosto de 2018.9 

9 Dicha recomendación está orientada a “establecer parámetros para corregir 
las limitaciones impuestas al derecho a la vinculación con el exterior, que afectan de 
manera significativa la vida de las personas privadas de la libertad en centros de reclu-
sión de la República Mexicana, en contravención de lo dispuesto en los artículos 1o., 
18 párrafo segundo y 19 párrafo séptimo, constitucionales, así como a contribuir en el 
desarrollo de una estrategia que garantice el diseño, la instrumentación, la operación y 
la evaluación de las políticas públicas pertinentes que, bajo un enfoque de protección 
de los derechos humanos de las personas en internamiento penitenciario, contribuyan 
al desarrollo de un régimen que haga realidad la efectiva reinserción social. 

”El sistema penitenciario mexicano se encontraba conformado, al mes de mayo 
de 2018, por 342 centros penitenciarios distribuidos en todo el territorio nacional, 
de los cuales 18 dependían del gobierno federal, 267 de los gobiernos estatales, 13 
del gobierno de la Ciudad de México y 44 de los gobiernos municipales. En estos 
establecimientos se encontraban albergadas 203,364 personas, de las cuales 10,591 
(5.21%) eran mujeres y 192,773 (94.79%) eran hombres; debe referirse que, del total 
de la población recluida en todo el país, 79,660 (39.17%) eran personas procesadas. 

”En concordancia con lo dispuesto por la normativa nacional e internacional, los 
criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn) y de la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, este Organismo Nacional considera que el derecho 
a mantener la vinculación con el exterior ocupa un papel muy importante, no solo 
desde la perspectiva de la organización y disposición del régimen penitenciario, sino 
como una herramienta fundamental para el proceso de reinserción social al garantizar 
el ejercicio de los derechos de la persona recluida y el libre desarrollo de su persona-
lidad, reconociéndose una faceta externa de libertad de expresión o de actuación en 
espacios vitales que no pueden ni deben ser restringidos o intervenidos por el Estado 
bajo ninguna circunstancia o condición jurídica. 

”Por lo anterior, dentro de este derecho se protegen los relativos a la familia, la 
intimidad, la salud, la autonomía personal, y el correspondiente a la asistencia letra-
da, que en su conjunto constituyen una condición para la reinserción social y que, en 
específico, deben proporcionar las autoridades encargadas del sistema penitenciario 
[…]. 
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”II.4.1. Informe sobre los centros de reclusión de baja capacidad instalada en la 
República mexicana 

”La cndh emitió este Informe Especial el 27 de febrero de 2018, en el que hizo 
patente su preocupación por las condiciones en que se encuentran las personas pri-
vadas de la libertad albergadas en 109 centros penitenciarios de baja capacidad ins-
talada, distribuidos en la República Mexicana, los cuales cuentan con menos de 250 
espacios para personas privadas de la libertad y que, dada su estructura, carecen de 
suficiencia operativa y de la infraestructura necesaria para garantizar el cumplimiento 
mínimo de las normas que regulan la vida en prisión, una estancia digna, el derecho 
a la reinserción social y el desarrollo adecuado del régimen penitenciario de acuerdo 
con los estándares nacionales e internacionales en la materia, partiendo de las Reglas 
Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos “Reglas Mandela” (retomadas por la 
cndh en su publicación Un modelo de prisión). 

”En el Informe se plasman los resultados de los Diagnósticos Nacionales de Su-
pervisión Penitenciaria que registran las situaciones de desatención que guardan las 
personas privadas de la libertad en esos centros, entre las que se encuentran la vulne-
ración de las condiciones de estancia digna, la falta de clasificación, las violaciones 
al derecho a la reinserción social por la falta de instalaciones para tal efecto. En dicho 
documento se reporta además que las anteriores violaciones se agudizan por factores 
como la sobrepoblación y el autogobierno. 

”El informe especial hace patente la necesidad de desarrollar políticas públicas 
para mejorar la infraestructura de los establecimientos y garantizar condiciones de 
estancia digna y el derecho a la reinserción social. 

”Con el fin de atender los propósitos señalados se presentaron algunas propuestas, 
entre las que destacan las siguientes: 

� ”Desarrollar acciones efectivas para mejorar la infraestructura y aumentar la 
capacidad de los centros de acuerdo con las exigencias que emanan del manda-
to establecido por el artículo 18 constitucional. 

� ”Desarrollar obras de infraestructura penitenciaria de baja capacidad, en su 
caso, para la atención de mujeres, considerando las necesidades específicas 
para esta población. 

� ”Establecer programas de dignificación penitenciaria enfocados a proporcionar 
un mantenimiento y mejora permanente a la infraestructura y equipamiento de 
los centros penitenciarios de baja capacidad. 

� ”Implementar programas para el desarrollo de modelos para centros peniten-
ciarios de baja capacidad instalada y programas de mitigación para operar las 
instalaciones penitenciarias. 

� ”Establecer programas de clasificación bajo los criterios previstos en el artí-
culo 18 constitucional e instrumentos internacionales emitidos en la materia. 

� ”Dotar a las áreas encargadas del sistema penitenciario de los recursos finan-
cieros indispensables. 

� ”Tomar en cuenta las especificaciones nacionales e internacionales para el di-
seño, construcción y/o adecuación de la infraestructura de un centro de baja 
capacidad”. 
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Todo lo anterior refuerza la idea de que la prisión preventiva 
supone una pena anticipada que transgrede el Derecho humano a la 
presunción de inocencia y los principios rectores del Estado social y 
de Derecho. 

A nivel internacional, podríamos contrarrestar nuestra realidad 
con la siguiente nota: 

Italia viola los derechos de sus detenidos encerrándoles en prisiones 
hacinadas, en celdas donde disponen de menos de tres metros cuadra-
dos de espacio. Eso ha sentenciado el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos de Estrasburgo, en un fallo en el que condena a Italia por trato 
inhumano y degradante contra siete presos, a los que deberá de pagar en 
total 100.000 euros en concepto de indemnización por los daños mora-
les que les ha provocado.10 

¿Llegaremos, algún día, a fallos como el anterior, en el que nues-
tro país sea condenado por la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos? ¿O resolveremos antes los problemas de la mala práctica de 
detener y privar de la libertad a los imputados, mientras se investiga 
si cometieron, o no, el delito?¿Se llegarán a desarrollar procesos basa-
dos en pruebas científicas y no solo en testimoniales que materialicen 
lo dispuesto en el apartado A del artículo 20 de nuestra Constitución 
y se apeguen a lo establecido en el artículo 406 del cnpp? Son todas 
incógnitas que tenemos la esperanza de responder en sentido positivo 
desde hace siglos. 

III. Conclusión 

Los principios fundamentales del proceso penal acusatorio —propio 
de un Estado social y de derecho— lo perfilan como un proceso para 
investigar y solo por excepción llegar a la privación de la libertad 
antes de la condena. Sin embargo, en México las bases constituciona-

Comisión Nacional de Derechos Humanos (31 de diciembre de 2018). Informe 
de Actividades de la cndh, pp. 96-99. (Disponible en: http://informe.cndh.org.mx/ 
uploads/principal/2018/IA_ 2018.pdf / Consultado el 15 de junio de 2019). 

10 El Universal, domingo 09 de enero de 2013. (Disponible en: https://www.elu-
niversal.com.mx/). 
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les del proceso penal acusatorio están diseñadas para fundamentar la 
privación de la libertad, mientras se investiga si ocurrió el hecho pro-
hibido por la ley y si el imputado cometió y participó en la comisión 
del delito. 

En este sentido, tanto la mala práctica del Ministerio Público de 
solicitar indiscriminadamente la prisión preventiva, y la de los jueces 
de concederla, como la incorporación de un catálogo de delitos que, 
sin ser demostrados, merecen la prisión preventiva oficiosa constitu-
yen una pena anticipada violatoria al derecho humano a la presunción 
de inocencia que se termina de consumar con la falta de esclarecimien-
to de los hechos en aquellas sentencias condenatorias que, sin tener 
elementos de prueba científicos, se sustentan en testimoniales e indi-
cios que no corresponden con lo ordenado en el artículo 406 del cnpp. 

Si a todo ello sumamos que la mayoría de los centros peniten-
ciarios no cumplen con los requisitos previstos en el artículo 18 de la 
cpeum, entonces podemos sostener que el proceso penal acusatorio 
mexicano falla en nuestra aspiración de alcanzar un proceso penal jus-
to, apegado a los designios de un Estado social y de derecho protector 
de derechos humanos. 
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